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			INTRODUCCIÓN



			El financiamiento y el gasto ilegal de las campañas políticas son los mayores problemas de la democracia electoral mexicana. El generoso sistema de financiamiento público que surge con la reforma electoral de 1996 ha fracasado en prevenir la penetración de dinero ilegal —público y privado— que fluye a las campañas. Dinero que busca beneficios particulares: contratos con el gobierno, permisos para establecimientos mercantiles, acceso para influir en regulación favorable o, también, comprar impunidad cuando un gobierno en funciones desvía recursos para apoyar a candidatos en contienda.



			El financiamiento y el gasto ilegal de campañas son parte de un sistema global de transacciones financieras, presupuestarias y de intercambio de mercancías y dinero en efectivo que evaden los controles bancarios y legales de la economía mexicana. La deshonestidad en el fondeo y en el gasto ilegal de campañas es sólo la manifestación de un problema sistémico de corrupción política y gubernamental; las campañas han sido el pretexto de diversos actores para el enriquecimiento personal y para tener acceso a beneficios del gobierno en forma de contratos, concesiones y permisos. Combatir el financiamiento y el gasto ilegal requiere revisar el fenómeno en su conjunto y no sólo hechos o transacciones individuales, como lo hacen las autoridades electorales.



			La historia completa del dinero ilegal en campañas es difícil de documentar con el rigor de la investigación académica o judicial. Durante la larga época de hegemonía del PRI en el siglo XX no había reglas, información, transparencia ni mucho menos rendición de cuentas. El proceso de cambio político iniciado en la década de 1970 detonó un mayor escrutinio a partidos y gobiernos y, fundamentalmente a través del periodismo de investigación, se empezó a conocer de escándalos de corrupción y del fondeo ilegal y gasto excesivo de campañas políticas. Uno de los primeros casos documentados fue el de las elecciones de Tabasco, en 1994, cuando compitieron por la gubernatura Roberto Madrazo (PRI) y Andrés Manuel López Obrador (entonces del PRD). Siguieron después los casos de los Amigos de Fox y del Pemexgate en la elección presidencial de 2000, cuando compitieron Vicente Fox (PAN-PVEM), Francisco Labastida (PRI) y Cuauhtémoc Cárdenas (mediante una coalición encabezada por el PRD). En el caso de Tabasco no hubo sanción, pero en el segundo caso la hubo tanto para el PAN como para el PRI. En ninguno de los dos el castigo sirvió como disuasivo para evitar esa conducta en el futuro.



			Detectar el dinero ilegal que entra a las campañas es una tarea muy compleja en cualquier parte del mundo. Lo es más en un país como el nuestro, en el que el sistema de justicia carece de las capacidades de investigación necesarias y de la voluntad política para hacerlo. Incluso trabajos periodísticos y académicos que exhiben gastos excesivos e ilegales pocas veces son investigados y menos aún castigados. En México ha privado una especie de “pacto” o “intercambio” de impunidad que se resume en la frase de tapaos los unos a los otros y que ha funcionado a la perfección. Se vale exhibir, pero no perseguir; se vale denunciar, pero no consignar. La democratización de las elecciones trajo la democratización de la corrupción.1



			¿CÓMO ENTRA EL DINERO ILEGAL A LAS CAMPAÑAS POLÍTICAS?



			Hay tres mecanismos ilegales de fondeo de campañas: desvío de recursos públicos, contribuciones ilegales de particulares y financiamiento del crimen organizado. Como una inversión cualquiera, quien arriesga su dinero lo hace por la expectativa de un rendimiento futuro. El gobernante o servidor público lo hace para apoyar al candidato de su partido o en ocasiones de otros partidos para garantizar “inmunidad” o para construir redes de apoyo político que le ayuden a proseguir su carrera política. El empresario o contratista lo hace para obtener acceso al nuevo gobierno en la forma de ­contratos, permisos o regulación favorable. Y el crimen organizado lo hace para proteger su negocio, sea en la forma de rutas de trasiego de droga, protección policial o para infiltrarse en el gobierno y apoderarse de plazas de venta. Este estudio sólo aborda las dos primeras formas de fondeo ilegal.



			El desvío de recursos públicos para fondear campañas tiene varias formas de materializarse. Entre las más comunes se encuentran la recaudación en efectivo en los tres órdenes de gobierno que no se reporta a las tesorerías: por ejemplo, el pago de impuestos en efectivo o la venta de boletos para espectáculos públicos realizados en inmuebles propiedad del gobierno. Otra modalidad es el uso de facturas apócrifas para comprobar gastos en bienes o servicios que nunca se recibieron y hacer líquido dinero del presupuesto para canalizarlo a campañas. También son frecuentes la adjudicación directa y subcontratación forzosa de obra pública y bienes y servicios, así como los sobrecostos asociados a ellas. Una más son los descuentos de nómina, mediante los cuales se les retiene a los empleados del gobierno parte de su sueldo para ser enviado a un partido político. Finalmente, están la utilización de programas sociales con fines electorales; la recaudación de pagos ilegales por permisos de construcción y ambulantaje; y los arreglos con medios de comunicación para el uso de publicidad gubernamental en apoyo a campañas electorales.



			El desvío de recursos públicos es una práctica habitual y recurrente en México. Basta revisar los informes de la Auditoría Superior de la Federación de los últimos años para darse cuenta de la magnitud del fenómeno. La revisión de las cuentas públicas de 2012 a 2017 revela que hasta agosto de 2018 había 239 mil millones de pesos sin comprobar. Aunque no se conoce con precisión el destino final del total de esos recursos, una parte de ellos pudo fluir para el enriquecimiento ilícito y otra para fines políticos, entre los cuales destaca construir lealtades y apoyos para propósitos electorales.



			El financiamiento privado ilegal que entra a las campañas es, probablemente, aún más difícil de identificar, comprobar y fiscalizar. Esta forma de fondeo generalmente implica, como en el caso del desvío de recursos públicos, la utilización de dinero en efectivo imposible de rastrear. Además de dañar la equidad en la contienda, el financiamiento privado ilegal conlleva la comisión de otros delitos, como peculado, lavado de dinero, defraudación y evasión fiscal, simulación de operaciones mediante empresas fantasma o fachada, entre otros. Por ejemplo, un empresario que desea financiar campañas ­electorales simula la compra de bienes utilizando empresas “fachada”, obtiene un comprobante de gasto legalmente válido —aunque la compra/venta no se hubiera realizado—, deduce impuestos y finalmente destina esos recursos para apoyar a un candidato.



			Existen industrias que, por su giro, pueden donar productos a campañas con la expectativa de vender más adelante sus servicios a futuros gobiernos. Por ejemplo, la industria textil puede financiar campañas en especie dando playeras y gorras a precio descontado o simulando la compra/venta con la expectativa de que el ganador le otorgue en el futuro contratos de uniformes; la industria alimenticia puede proveer despensas esperando la concesión de comedores hospitalarios o desayunos escolares; o la industria de arrendamiento de autos o equipo de cómputo, facilitando sus bienes a las campañas a cambio de la contratación de sus servicios en el siguiente gobierno.



			¿DE QUÉ TAMAÑO ES EL PROBLEMA?



			La cuantificación puntual y precisa de cuánto dinero ilegal se mueve por debajo de la mesa es difícil de calcular. En este libro se ofrece una primera aproximación a partir de la literatura académica, el análisis de fuentes oficiales, investigaciones periodísticas y más de 60 entrevistas a profundidad a una multiplicidad de actores involucrados en las dinámicas electorales: operadores políticos, candidatos, gobernadores, estrategas de campaña, asesores, empresarios, funcionarios públicos, directores de medios y periodistas. Se toman como ­unidad de análisis las campañas de gobernador, pero este ejercicio puede extrapolarse con los matices necesarios: hacia abajo, para campañas de diputados locales o alcaldes, o hacia arriba, para campañas presidenciales. Con base en el análisis de la información de las elecciones de gobernador entre 2016 y 2018 y en aproximaciones conservadoras, se estima que, en promedio, ¡por cada peso que un candidato a gobernador declara y que la autoridad observa, hay 25 pesos más que se mueven en la oscuridad!



			Otra manera de enfocar el problema es medir el gasto real ejercido respecto al tope legal permitido para campañas de gobernador. Según el trabajo de investigación realizado, una campaña promedio para gobernador puede costar más de diez veces que el tope legal. El tope legal promedio de todas las campañas de gobernador de las elecciones celebradas entre 2013 y 2018 en las 32 entidades fue de 51.6 millones de pesos constantes de 2018 (47.8 mdp corrientes), con variaciones que van desde 4.9 millones en el caso de Quintana Roo hasta 299 millones en el caso del Estado de México. Eso significaría que el promedio de gasto real ejercido de una campaña exitosa para gobernador puede rondar los 496 millones, con variaciones hacia arriba o hacia abajo dependiendo de la entidad.



			Otra forma indirecta de calcular el tamaño del problema es a través de las mediciones de la liquidez de la economía mexicana. Aunque puede haber un sinnúmero de razones que expliquen las variaciones en el flujo de efectivo en poder de la población (M1), estudios del Banco de México muestran que en los años con elecciones existe un aumento inexplicable por razones económicas en el uso de efectivo en el país. En las tres últimas elecciones federales (2012, 2015 y 2018) se observa un aumento promedio de 40,874 millones de pesos en el flujo de efectivo durante los meses previos a la elección, por encima de los flujos de años no electorales. En 2012 el flujo de efectivo aumentó más de 37 mil millones de pesos (5%) de febrero a junio, sin que hubiera un fenómeno estacional, de consumo o de crecimiento que lo explicara. En 2018 el flujo aumentó 58 mil millones de pesos, equivalente a un crecimiento de 4% de enero a junio. En contraste, un año antes el aumento de M1 en el mismo periodo fue de cinco mil millones de pesos.



			Nadie paga la movilización del voto con tarjeta American Express ni con cheque nominativo.2 Es probable que una porción significativa de esa liquidez haya sido para fondear campañas políticas de manera ilegal. Cabe resaltar que el gasto total máximo permitido en 2012, sumando topes legales de todas las contiendas en disputa: presidente, senadores, diputados y gobernadores, fue de aproximadamente 3,500 millones de pesos. En 2018 el tope legal combinado fue de 5,193 millones de pesos.



			¿EN QUÉ SE GASTA EL DINERO ILEGAL DE UNA CAMPAÑA POLÍTICA?



			Hay varios usos del dinero ilegal que fluye a las campañas políticas, entre los cuales el principal es el clientelismo electoral, que incluye la promoción y los intentos de compra del voto durante las campañas, y los gastos del llamado “Día D” (la jornada electoral), cuando se erogan cantidades inmensas de dinero para movilizar votantes, inhibir el voto y hacer la operación en tierra con representantes de casilla y otros operadores. Cabe señalar que antes de la reforma electoral de 2007, que prohibió a candidatos y partidos la contratación de espacios en radio y TV, el pago de cobertura, o “campaña en el aire”, éste era el principal rubro de gasto. Sin embargo, después de esa reforma, la campaña en tierra cobró fuerza y actualmente el pago de estructuras clientelares, la promoción, compra y movilización del voto es uno de los principales destinos del dinero ilegal de campañas.



			El clientelismo electoral ha existido siempre, pero se ha incrementado principalmente porque las contiendas electorales se han vuelto más competidas. En elecciones cerradas el clientelismo puede ser una herramienta que garantice el triunfo. Ponerla en práctica requiere de mucho dinero: según estimaciones hechas para este reporte, la operación de clientelismo para una campaña de gobernador en un estado de tamaño mediano cuesta 290 millones de pesos. Este gasto incluye la manutención de estructuras clientelares que es el principal rubro de gasto (promoción del voto y operación electoral). Asimismo, las prácticas clientelares de compra, coacción, inhibición y movilización del voto implican altas sumas de dinero para conseguir el mayor número de adeptos posibles, dinero que, naturalmente, no es reportado y permanece oculto.



			En este trabajo también se analiza el dinero que se destina de forma ilegal para pagar cobertura informativa y de manera tangencial se señalan gastos en estrategas de campaña, consultores y encuestadores. El pago desde la política a los medios, dada su condición de ilegalidad, también se maneja por debajo de la mesa. Puede hacerse de varias maneras: utilizando el rubro de comunicación social de los gobiernos para cubrir las campañas; mediante pagos de empresas privadas a medios para favorecer a un candidato; o mediante el pago directo del partido o candidato al medio en cuestión, ya sea en efectivo o empleando sofisticados esquemas de triangulación. A pesar de la existencia de spots “gratuitos” para todos los partidos en medios electrónicos, los incentivos para contratar espacios en medios no han disminuido. Además de utilizarse para promover ideas y propuestas, a través de la venta de “paquetes”, estos espacios se usan para no dar cobertura negativa, para “golpear” o para beneficiar a ciertos candidatos. También son un vehículo para posicionar a personajes poco conocidos. Es preciso decir que la relación entre los medios y la política va más allá de las campañas; hay entre ellos una relación de interdependencia que, además de poco transparente, es dañina para la democracia.



			¿QUÉ FUE PRIMERO, EL HUEVO O LA GALLINA?



			El financiamiento ilegal de campañas ha aumentado significativamente en la última década. Una pregunta relevante es si responde a los requerimientos reales de gastos para ganar (un problema de demanda) o si el exceso de dinero para fondear campañas ha encarecido a la industria (un problema de oferta). Dicho de otra manera: ¿es el exceso de gasto una respuesta a una necesidad real de la industria de las campañas o es un boom inflado artificialmente? Ciertamente la mayor competencia entre partidos que surge a partir de la década de 1990 ha alentado la competitividad y ello significa que ganar elecciones requiere más inversión en publicidad, más recursos para campañas de tierra y pago de consultores y encuestadores. Pero también es cierto que la enorme liquidez de las haciendas estatales (transferencias federales, endeudamiento y boom petrolero) propició que los gobernadores inyectaran cantidades ingentes de dinero para apoyar a sus candidatos y partidos y ello generó una inflación en la industria. Mucho dinero creó una demanda artificial de requerimientos y muchos candidatos y operadores electorales descubrieron que hacer campañas, aun si perdían, podía constituir un buen negocio. De ahí el dicho de que “campaña que no da para rancho, no es campaña”.



			Otro factor que ha encarecido las campañas es la falta de lógica y sincronía de las reglas que regulan el sistema de financiamiento y gasto. Por una parte, la fórmula para estimar la bolsa de financiamiento de partidos políticos carece de racionalidad. Dice que la bolsa anual para los partidos se estima al multiplicar 65% del valor de la Unidad de Medida y Actualización (UMA, antes salario mínimo) por el número de inscritos en el padrón electoral. ¿Por qué 65 y no 30 o 40%? También dice que el financiamiento de campañas en año de elección presidencial es la mitad de esa bolsa, sin justificar ese monto con base en un análisis real de costos.



			Por otra parte, los topes de gastos establecidos por la ley son demasiado bajos, contrastados con el gasto real. En el caso de la campaña presidencial, el tope se establece como un porcentaje del financiamiento público para gastos de campaña (20%). Sin embargo, en el ámbito estatal hay un sinnúmero de fórmulas y criterios que reflejan la falta de un estándar útil para establecer un piso parejo de competencia. En consecuencia, los topes son como una promesa de buen comportamiento que nadie observa y que estimula aún más la infracción de la ley.



			Asimismo, las reglas del financiamiento privado están desconectadas de un sistema que busque transparentar y legalizar el fondeo de particulares. Los límites a las donaciones privadas son muy bajos (en 2018 un partido no podía recibir más de 33 millones de sus simpatizantes y 85 millones de sus militantes, con donaciones individuales que no podían superar 1.68 millones de pesos) en comparación con las donaciones que se describen en este reporte, por lo que se generan fuertes incentivos para ocultar la mayor parte de estos “apoyos”.



			El dinero ilegal en las campañas en México también es resultado de una cultura de ilegalidad que permea a todo el sistema, la casi asegurada impunidad, el que todos tienen “cola que les pisen”, el clientelismo como forma de hacer política, el exceso de uso de dinero en efectivo y el bajo nivel de bancarización, un sistema de fiscalización muy reciente e imperfecto, la disposición de los privados a quebrantar la ley y hasta la pobreza que hace de una buena parte de los votantes presa de los líderes que controlan el acceso a ciertos bienes y servicios. El dinero ilegal en las campañas es sólo un engranaje —muy relevante por su magnitud y frecuencia— de un sistema global de transacciones financieras ilegales no reguladas ni fiscalizadas, que son un insumo esencial de la corrupción pública y privada en México.



			Finalmente, el costo de las campañas se ha inflado artificialmente porque es una vía para el enriquecimiento personal. Algunos entrevistados para este libro afirman que muchas donaciones se quedan en los bolsillos de candidatos, coordinadores y operadores. Como muchos apoyos son en efectivo, su control es casi inexistente. Quien como candidato quiere construir un patrimonio o una carrera política, recibe dinero aunque sepa que no lo necesita, o bien, lo recibe pero no lo canaliza para su campaña sino para su cuenta personal. Una parte de la inflación de las campañas ha sido inducida artificialmente por candidatos y operadores que buscan enriquecimiento a través de simular mayores requerimientos de los necesarios.



			Asimismo, quien da lo hace para comprar acceso con el candidato, de tal forma que si ese recurso entra realmente a la campaña es algo secundario desde la perspectiva del donante. Se menciona también que el fenómeno de inflar los bolsillos personales puede ser más agudo en campañas perdedoras: sin posibilidades reales de ganar, algunos candidatos optan por guardar parte del dinero recibido.



			Por todo lo anterior, el sistema de financiamiento público de partidos, generoso como es, ha fracasado para blindar a los partidos de intereses externos. Para las elecciones de 2018 los partidos y candidatos recibieron 11,844 millones de pesos (6,331 millones del INE y 5,513 de los organismos locales). Pero el costo real de las campañas fue varias veces esa cantidad. El 2018 fue el año de las elecciones más caras y con mayor fondeo ilegal en la historia de México. Dejaron una secuela de corrupción por varios años: la de contratos y permisos que serán usados para pagar a los donadores ilegales de hoy.



			LA FISCALIZACIÓN



			La fiscalización de las campañas políticas es uno de los medios para sancionar el financiamiento ilegal y los gastos por encima de los topes legales. México cuenta con uno de los sistemas más complejos en el mundo en la materia. Sin embargo, el mecanismo es insuficiente y en ocasiones incluso irrelevante para combatir el enorme problema del fondeo ilegal de campañas.



			El primer problema radica en que la fiscalización electoral revisa hechos o transacciones, no fenómenos agregados de corrupción, encubrimiento, defraudación fiscal y simulación de operaciones financieras y de campaña. El Instituto Nacional Electoral (INE) ha sido capaz de hacerlo, pero sólo en contadas ocasiones: Amigos de Fox y Pemexgate en 2003, Monex en 2012 o Asismex en 2018. La mayor parte de las veces el proceso de fiscalización se detona a partir de los informes de gasto que los propios entes fiscalizados (los partidos y candidatos) presentan ante el INE. Aunque la autoridad cuenta con mecanismos independientes para auditar gastos —por ejemplo, ­espectaculares, eventos de campaña, publicidad en redes sociales o inserciones en la ­prensa escrita— con frecuencia carece de la infraestructura y de la inteligencia financiera para detectar el flujo total de recursos en efectivo que fluyen a las campañas y los gastos que se realizan en movilización, compra o inhibición del voto, así como en pago de cobertura informativa, por mencionar algunos de los rubros más comunes.



			No obstante, la fiscalización ha dado algunos resultados parciales que ayudan a mostrar que los partidos y las campañas subestiman el registro de sus gastos reales. En 2017, por ejemplo, el INE detectó 276 millones de pesos ejercidos por todos los candidatos de las elecciones locales (Coahuila, Estado de México y Nayarit), pero que no habían sido reportados. Es decir, 26.5% del gasto total detectado no había sido informado a las autoridades. En 2018 se identificaron 365 millones de pesos de gastos no reportados por todos los candidatos, aunque si se considera que en total todos los candidatos declararon haber gastado 5,260 millones de pesos, los hallazgos de dinero no reportado sólo supusieron 7% de lo que había sido declarado.



			El problema de dinero ilegal es mayor que los datos que ofrece el INE, debido a que muchos gastos son en efectivo e incluso erogados por terceras personas y se carece del mapa documentado del tamaño del problema. Buena parte de lo que el INE detecta son gastos observables: un espectacular no reportado, una barda pintada sin ser declarada, anuncios en Facebook o renta de mobiliario para algún mitin a cielo abierto. También es capaz de detectar el pago no reportado de representantes de casilla. Por esa misma razón, mientras el INE es capaz de detectar algunos gastos ejercidos porque son visibles, no lo es para detectar el flujo de financiamiento ilegal, que como se ha mencionado es en efectivo o con frecuencia en especie. En las elecciones para gobernador de 2017 se descubrieron 276 millones de gastos no reportados, pero sólo 31 millones de ingresos no reportados. Es decir, 244 millones de pesos se gastaron sin saber de dónde vinieron. En las nueve elecciones para gobernadores y jefatura de gobierno de la Ciudad de México de 2018 el INE detectó 45 millones de pesos de gastos no reportados, aunque no identificó ni un solo peso de ingresos no reportados. El origen de estos gastos es, entonces, una incógnita.



			Que los partidos subreportan sus gastos se refleja en el hecho de que en las 15 elecciones para gobernador ocurridas entre 2016 y 2017 los informes de los candidatos dicen que sólo gastaron 32.8% del tope de gastos permitidos. En 2018 dijeron haber gastado menos, ya que en promedio utilizaron sólo 30.7% de sus topes (con los ajustes de fiscalización subió a 33.9%). Una de las posibles explicaciones es que las reglas de fiscalización, combinadas con la posibilidad de que una elección sea anulada por rebase de topes de gastos de campaña, hayan creado un incentivo perverso para esconder la mayor parte de los gastos y así alejarse de ese riesgo.



			La información disponible sugiere que los reportes de gastos son inverosímiles y los procesos de fiscalización insuficientes para cubrir el dinero que efectivamente fluye en las campañas. Dicho de otra forma: el INE es capaz de fiscalizar el dinero que se pone sobre la mesa de juego, pero buena parte de lo que ocurre en las campañas es dinero debajo de la mesa, invisible para las capacidades fiscalizadoras del INE. Las elecciones de 2018 cayeron en el mismo patrón de conducta por parte de los candidatos y en resultados electorales de cambio, pero sin modificaciones significativas en las conductas ilegales durante las campañas.



			La eficacia de la fiscalización debe ser evaluada con base en su poder disuasivo: que los castigos desincentiven el mal comportamiento futuro. Sin embargo, las sanciones a los partidos entre 1999 y 2017 representan una fracción minúscula del dinero público que reciben. Al comparar el total de financiamiento público otorgado en este periodo con el total de multas por sus informes anuales y de campaña, cada año las sanciones equivalen, en promedio, a sólo 3.6% del dinero público recibido. Para las elecciones de 2018 las multas impuestas a los partidos políticos nacionales equivalieron a 4.4% de lo que recibieron como financiamiento público. De esa forma las multas son como un peaje que los partidos están dispuestos a integrar a sus funciones de costos y riesgos con tal de ganar elecciones. Cabe resaltar que las sanciones son pagadas con el dinero que reciben, esto es, la autoridad electoral les descuenta las multas de sus ministraciones mensuales, de tal forma que no tienen que erogar dinero de su cuenta bancaria. En suma, infringir la ley es una acción racional porque constituye simplemente un costo marginal de sus estrategias de campaña que no afecta significativamente el flujo de sus recursos.



			Como se dijo al inicio, el financiamiento y el gasto ilegal de las campañas políticas son el mayor problema de la democracia electoral mexicana. No sólo afectan la equidad en la contienda al permitir la influencia del dinero sobre la voluntad popular, también encarecen las campañas fomentando el desvío de recursos públicos, la corrupción en el gobierno y la comisión de múltiples delitos.



			Parte de lo que la democracia prometía era que la competencia no sólo ofrecería políticas distintas sino un ejercicio de poder y una toma de decisiones alejados de la discrecionalidad, la ilegalidad y la impunidad. Se pensó que los partidos se convertirían en los mejores vigilantes y contrapesos de sus adversarios y que serían un dique contra la corrupción. Se pensó que se fiscalizarían celosamente los unos a los otros y que se cuidarían en el ejercicio del poder si no por responsabilidad o ética pública, al menos por interés: por miedo a que una vez perdido el puesto, el sistema de justicia los alcanzara. Hasta el momento ésta es una asignatura pendiente.



			Las elecciones de 2018 abren un nuevo capítulo en la historia electoral y política de México. El candidato presidencial triunfador ha prometido menos corrupción y más austeridad en la conducción de los asuntos públicos y políticos del país. Es probable que los candidatos de Morena hayan erogado menos dinero —en promedio— que aquellos de otros partidos. La enorme popularidad de Andrés Manuel López Obrador y el deseo masivo de cambio llevó a que muchos candidatos de Morena ganaran —literalmente— sin hacer campaña, tan solo arropados por la figura del candidato presidencial. Que hayan gastado menos recursos —proporcionalmente hablando— que otros partidos o candidatos, no significa que se hayan circunscrito estrictamente a los límites de fondeo público, donaciones privadas y topes de campaña que establece la ley, o al menos no en todos los casos.



			La evidencia muestra que una vez en el poder, cualquier partido sucumbe a las tentaciones que ofrece el financiamiento ilegal de campañas. No es un asunto moral ni ético, sino de incentivos y de falta de controles adecuados para castigar el mal comportamiento. El movimiento político y social que encumbró a López Obrador a la presidencia de la República corre el riesgo de reproducir las mismas prácticas que otros partidos en el pasado si no ejecuta una amplia reforma de las prácticas y los modos de hacer campaña y ganar elecciones en México. Ciertamente López Obrador ha llevado a la práctica un modelo alternativo para ganar elecciones —uno que supone menos erogaciones de dinero, pero no necesariamente exento de fuentes ilegales—. Que López Obrador haya sido exitoso como candidato sin invertir tanto dinero no significa que la misma fórmula sea emulable por otros candidatos futuros de su partido.



			No podemos darnos por vencidos. La asignatura puede aprobarse. A manera de conclusión y derivado de los hallazgos de esta investigación, se ofrece un conjunto de medidas que podría ayudar a comenzar a hacer la tarea.



			* * *



			Ésta es una obra producto del trabajo colectivo. Ximena Mata Zenteno y Leonardo Núñez González coordinaron esta investigación y sin su entrega e incansable trabajo para documentar, elaborar las bases de datos, entrevistar, redactar y afinar cada argumento, este reporte no habría podido publicarse.



			Extendemos nuestro agradecimiento a Mario Guzmán Montelongo, Benjamín Hill Mayoral, Víctor Lamoyi Bocanegra, Santiago Nieto Castillo, Luis Pineda González y Arturo Ramírez Verdugo, quienes con sus conocimientos y aportaciones ayudaron a delinear diversos capítulos y secciones del libro y a revisar su contenido. También agradecemos a los más de 60 entrevistados que nos compartieron sus experiencias y nos ayudaron a comprender mejor el problema para poder ofrecer las soluciones que aquí se presentan. Gracias por su tiempo, transparencia y honestidad.



			Por último, un amplio reconocimiento al Instituto Nacional Electoral, en especial a su Unidad Técnica de Fiscalización, por la titánica labor de fiscalizar las campañas de más de 18 mil cargos y por elaborar las bases de datos y reportes públicos sin los cuales el contenido, diagnóstico y análisis de este libro hubieran sido imposibles.
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			EL MARCO NORMATIVO DEL FINANCIAMIENTO DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS EN MÉXICO



			Antes de la transición a la democracia durante la última década del siglo XX, el sistema político mexicano se caracterizó por funcionar en un régimen de partido hegemónico en el que no había fuerzas políticas competitivas y el Estado lo abarcaba todo: “El control gubernamental de los comicios; la clausura a la entrada del sistema de partidos; la falta de canales adecuados para la representación de las oposiciones; su indefensión legal y la ausencia de apoyo, financiamiento y prerrogativas a los partidos políticos distintos al PRI”.1 Para dicho partido había recursos ilimitados, los que fueran necesarios para ganar elecciones. El dinero provenía, en una pequeña parte, de cuotas de los militantes, la mayoría de las veces ficticias; el resto, de las finanzas públicas federales y estatales. Para el resto de fuerzas políticas, prácticamente no había nada.



			El proceso de cambio político que inicia con dos minireformas electorales en 1963 y 1973, pero que toma brío con la reforma política de 1977 y se afianza mediante otras reformas en 1986, 1990, 1993, 1994 y 1996, aborda de manera paulatina la regulación del dinero en la política, a fin de reducir el financiamiento ilegal de fuentes de gobierno, establecer criterios para el fondeo privado y propiciar condiciones de equidad en la competencia entre partidos.



			

HISTORIA DEL FINANCIAMIENTO PÚBLICO



			El dinero utilizado en las campañas electorales del partido hegemónico durante el siglo XX no tenía mayor control ni reglamentación. El de la oposición dependía de la capacidad del propio candidato para conseguirlo y gastarlo. Como una causa de nulidad en las elecciones, la Ley Electoral Federal de 1946 señalaba que no podía haber “cohecho, soborno o presión de alguna autoridad para obtener la votación en favor de determinado candidato”. Sin embargo, no había límites para los gastos que podían hacerse en una campaña electoral; mucho menos mecanismos para vigilar el uso de recursos en los procesos, por lo que difícilmente podía hablarse de control alguno.



			Cuando se trataba del candidato del partido en el gobierno, la maquinaría del Estado se volcaba a apoyar su campaña electoral. En los casos de los candidatos de oposición (siempre y cuando el partido por el que competía hubiera obtenido el registro por parte de la Comisión Federal Electoral, dependiente de la Secretaría de Gobernación), los propios competidores y militantes tenían que poner los recursos, ya que no existía un mecanismo para financiar con dinero público a los partidos políticos. No fue sino hasta 1963, a la par de la creación de un primer intento de representación para las minorías mediante los llamados “diputados de partido”, cuando se hizo la primera modificación para otorgar prerrogativas a los institutos políticos, consistente en la exención de impuestos relacionados con las aportaciones hechas por privados a los partidos. Los motivos principales detrás de estos cambios se encontraban en “la necesidad de dar credibilidad a los procesos electorales y evitar que los partidos de oposición presentaran comportamientos que amenazaran al sistema”.2 En 1973 se añadieron dos nuevos beneficios: franquicias telegráficas y postales gratuitas, así como acceso a los medios de comunicación masiva.3 A pesar de ello, estas modificaciones difícilmente podían hacer que un partido diferente al del gobierno pudiera ser competitivo, ya que los recursos de los que podía echar mano eran limitados y poco podían hacer frente a los recursos que el Estado canalizaba al partido oficial.



			En este contexto, en las elecciones presidenciales de 1976 sólo hubo un candidato: José López Portillo, postulado por el PRI. La ausencia de competencia en ese año puso en duda toda la legitimidad del régimen y obligó a repensar el sistema político para abrir una válvula de escape que permitiera mantener una mínima fachada democrática sin poner en riesgo al régimen de partido hegemónico. Así, se hizo la primera reforma al artículo 41 de la Constitución en 1977, para establecer que los partidos tuvieran “derecho al uso en forma permanente de los medios de comunicación social” y que los procesos electorales contaran, “en forma equitativa, con un mínimo de elementos para sus actividades tendientes a la obtención del sufragio popular”. Sin una fórmula clara ni explícita de cómo debería calcularse ni de cuáles serían las reglas con las que se distribuiría, se abrió la puerta al financiamiento público otorgado directamente a los partidos políticos. En 1978 la Secretaría de Gobernación aprobó la “Partida para desarrollo político”, en la que asignó el equivalente a 110 millones de pesos de 2018.4 Igualmente, se promulgó la Ley Federal de Organizaciones Políticas y Procesos Electorales (LOPPE), que para muchos es el inicio del proceso de transición política en México, ya que definió a los partidos políticos como “entidades de interés público”, flexibilizó las reglas para facilitar la creación de partidos de oposición y fomentó la participación política de éstos con la introducción del principio de representación proporcional. Si en 1976 existían cuatro partidos con registro, para 1979 había siete y para 1985 ya eran nueve.5 Sin embargo, en esta etapa la entrega de los recursos era prácticamente discrecional y sin vigilancia alguna del gasto.



			No fue sino hasta 1987 cuando se establecieron las primeras reglas para el financiamiento público como parte del nuevo Código Federal Electoral. La fórmula señaló que la Comisión Federal Electoral (encargada de organizar las elecciones, todavía bajo el control de la Secretaría de Gobernación) definiría el costo mínimo de una campaña electoral para diputado y multiplicaría esta cantidad por el número de candidatos. El resultado se dividiría en dos mitades: la primera se asignaría en función del número de votos que cada partido hubiera obtenido en la elección previa y la otra mitad se repartiría de acuerdo con la cantidad de curules que tuviera cada instituto político. De esta manera el partido hegemónico seguiría concentrando la mayor cantidad de recursos y los otros partidos, dados sus resultados electorales previos, sólo accederían a una pequeña parte del financiamiento. La inequidad se atenuaba ligeramente, pero seguía siendo la regla.



			Por ello, una parte importante de los esfuerzos de las diferentes fuerzas políticas en los años ochenta y noventa se enfocó en crear un piso parejo para la contienda, así como un techo hasta el que podría llegar el gasto en una campaña. La conflictiva elección de 1988 dio pie a una nueva reforma constitucional y a la promulgación del Código Federal de Instituciones y Procedimientos Electorales (Cofipe) en 1990, que creó instituciones para la organización de las elecciones, como el Instituto Federal Electoral (IFE), y para sancionar su legalidad, como el Tribunal Federal Electoral (Trife). Este nuevo ordenamiento contenía, entre otras disposiciones, sanciones para los fraudes electorales, disposiciones para elaborar un nuevo padrón electoral y un nuevo diseño del sistema de financiamiento público. Los partidos recibirían, además de un presupuesto para el año electoral (que se repartiría en función de los votos obtenidos por cada partido en la elección anterior), recursos en partes iguales por “actividades generales como entidades de interés público” en años no electorales. Igualmente, cada año se les entregaría a los partidos una cantidad equivalente a 50% del monto anual del ingreso neto de los diputados y senadores que tuvieran en las cámaras y, finalmente, se repartiría una suma por “actividades específicas” para funciones de educación y capacitación política. En 1989 la bolsa para el financiamiento a los partidos políticos se había incrementado a 276 millones de pesos de 2018, un crecimiento de 151% respecto de lo otorgado en 1978.6 Con esta medida los partidos políticos tendrían financiamiento permanente, no sólo en el año de la elección. Aun con condiciones que seguirían siendo asimétricas, la mayor apertura y equidad se reflejó inmediatamente en un cambio significativo en la votación de las elecciones para gobernador y en la composición de las cámaras del Congreso.



			Sin embargo, la intervención del gobierno en favor de sus candidatos y el control de las instituciones locales fue denunciada por el resto de los partidos. Esto fue evidente en dos de los ocho procesos de elección a gobernador sucedidos en 1991: Guanajuato y San Luis Potosí. En ambos casos los candidatos del PRI fueron declarados ganadores de la elección; no obstante, los candidatos derrotados, Vicente Fox (PAN) y Salvador Nava (PAN-PDM-PRD), respectivamente, encabezaron significativas protestas de denuncia de fraude electoral, gastos desmedidos por parte de la maquinaria gubernamental y falta de mecanismos para exigir justicia. El conflicto fue tan intenso que el presidente Carlos Salinas de Gortari (1988-1994) tuvo que acordar las llamadas “concertacesiones”, que “consistieron en ofrecer un cauce de solución política a diferendos que parecían irreconciliables”.7 El resultado fue que ninguno de los dos priístas declarados como ganadores pudieron gobernar. En el caso de Guanajuato, el candidato electo Ramón Aguirre renunció, mientras que, en el caso de San Luis Potosí, Fausto Zapata tomó protesta, pero nunca pudo ingresar en el Palacio de Gobierno. En ambos casos fueron designados gobernadores interinos (Carlos Medina Plascencia en Guanajuato y Gonzalo Martínez Corbalá en San Luis Potosí) como producto de la “concertacesión” y se procedió a realizar elecciones extraordinarias en las que resultaron electos Vicente Fox en el primer estado y Horacio Sánchez Unzueta en el segundo.



			Un acto privado que tuvo enorme resonancia y reflejó la creciente importancia del dinero en las campañas y el acceso desigual fue la filtración sobre una cena realizada el 23 de febrero de 1993 en casa del exsecretario de Hacienda Antonio Ortiz Mena, a la que acudieron los principales empresarios del país y el propio presidente de la República. El propósito: recaudar dinero de cara a las elecciones de 1994. Según fuentes periodísticas, a cada uno de los 30 empresarios que asistieron se les habrían solicitado 25 millones de dólares, lo que sumaría 750 millones de dólares (1.270 millones de dólares o poco más de 23 mil millones de pesos en valores de 2018). El acontecimiento fue publicado en el periódico El Economista, desatando un gran escándalo que incluso llegó, de manera inusitada, a la primera plana de The New York Times.8 En el debate público muchos funcionarios y empresarios defendieron que, de hacerse esta donación, no se estaría realizando nada incorrecto, ya que la crítica hacia el PRI en épocas electorales era que dependía de los recursos públicos.9 “De pronto, un hecho se hizo evidente: para 1993 no existía un solo artículo de ley que regulara nada acerca del financiamiento privado a los partidos, ni nada que los obligara a rendir cuentas ante las autoridades electorales.”10



			Esto creó presión por una reforma que, en 1993, estableció nuevas reglas para que los partidos políticos tuvieran que entregar informes de sus ingresos y gastos, así como respetar un tope de gastos que se establecería para cada una de las campañas políticas. Por el lado de los ingresos, se estipularon reglas para que el financiamiento público fuera la principal fuente de recursos de los partidos, prohibiendo el uso de recursos públicos diferentes de los que se asignarían a través del IFE y se utilizó el monto total de financiamiento público que recibirían los partidos como parámetro para los límites de las aportaciones: se permitieron las donaciones anónimas, pero no podrían superar 10% del total de financiamiento público, las aportaciones de las personas morales llegarían a 5% y el apoyo de personas individuales no podría sumar más de 1% del financiamiento público. Por el lado de los egresos, se fijaron los primeros límites, señalando que las campañas presidenciales de 1994 no podrían gastar más de 134 millones de pesos de la época (equivalentes a 924 millones de pesos de 2018). La violación de estas reglas podía ser sancionada con multas económicas e incluso con la pérdida del registro como partido.11



			La realidad mostraría que no había mecanismos que pudieran obligar al cumplimiento de la norma. Las elecciones de 1994 también pondrían en evidencia que la equidad seguía siendo un tema pendiente. En palabras del propio ganador de la contienda presidencial, Ernesto Zedillo (PRI), las elecciones habían sido legales, pero no equitativas.12 Del total de gastos informados, 78.3% correspondió al PRI, 10.4% al PAN y 1.52% al PRD.13 La gran desigualdad se hizo patente, lo que también pudo apreciarse en la cobertura mediática recibida por los partidos: de acuerdo con los propios monitoreos del IFE, de la cobertura total para los partidos en la televisión, el PRI había recibido 30.8%, el PRD 19.5% y el PAN 16.3 por ciento.14



			En noviembre de 1994 se realizó una elección de gobernador de un estado que pondría de manifiesto la necesidad de vigilar y controlar el gasto desmedido: Tabasco. En este proceso, en el que se enfrentaron Roberto Madrazo, por el PRI, y Andrés Manuel López Obrador, por el PRD, el primero ganó según cómputos oficiales, aunque el segundo denunció fraude electoral y llevó a cabo una gran cantidad de manifestaciones y protestas en su entidad y en el Distrito Federal. A pesar de las impugnaciones hechas después de la elección, las autoridades locales declararon la validez de los comicios. Meses después, el 5 de junio de 1995, durante un plantón en el Centro Histórico del Distrito Federal, encabezado por López Obrador, una camioneta desconocida dejó 14 cajas con documentos de la Secretaría de Finanzas del Comité Directivo Estatal del PRI en Tabasco que, en su conjunto, ofrecían indicios de un gasto de campaña por 237,871 millones de pesos (equivalentes a 1,634 millones de pesos de 2018), cuando el tope para esa elección se había definido en cuatro millones de pesos; es decir, según los documentos mencionados, el gasto habría superado el límite legal por lo menos 60 veces. Entre los conceptos amparados en dichos documentos se encontraban “pagos de hospedaje y alimentación de corresponsales extranjeros, pagos a la prensa nacional, transportación a mítines, materiales de construcción, supuestos estudios, asesorías y consultorías, encuestas, renta de celulares, de equipo de computación, de seguridad, pago de conteos rápidos aunque no los hubo el día de las elecciones, pago a militantes partidistas y promotores del voto, publicidad y propaganda y apoyo a templos e iglesias”.15



			El escándalo motivó una demanda política por un mayor escrutinio de los ingresos y gastos de los partidos políticos. Al debate contribuyeron los propios consejeros ciudadanos del IFE, que en noviembre de 1994 publicaron una “Propuesta de agenda para una nueva reforma electoral”, junto con un “Acuerdo Político Nacional”, firmado por todos los partidos políticos en enero de 1995.16 Estas y otras ideas dieron como resultado una nueva reforma electoral en 1996, cuyos puntos centrales incluyeron la plena autonomía del IFE; el retiro del gobierno de los órganos de control del instituto; la elección de las autoridades y representantes del Distrito Federal; la distribución 70-30 de los tiempos en medios de comunicación entre los partidos; la creación de la Comisión de Fiscalización en el interior del IFE para vigilar los gastos de los partidos; el incremento del financiamiento público a los partidos políticos; la eliminación de las aportaciones anónimas, y la limitación de las aportaciones privadas a no más de 10% del total de financiamiento para actividades ordinarias y de las contribuciones individuales a no más de 0.05% del financiamiento público. Para la estimación del financiamiento de los partidos se definieron tres rubros que se mantendrían desde ese momento hasta ahora:



			1) Financiamiento para el sostenimiento de actividades ordinarias permanentes.



			2) Financiamiento para las actividades tendentes a la obtención del voto (otorgado sólo en año electoral).



			3) Financiamiento para actividades específicas producto de los trabajos de los partidos políticos como “entidades de interés público” (educación, capacitación, investigación, publicación de materiales, etcétera).



				El primer rubro se determinó de manera relativamente arbitraria, ya que la norma señalaba que se estimaría con base en un cálculo en extremo enredado que, de acuerdo con especialistas, era una fórmula inventada que arrojaba la cifra del dinero que necesitaba el PRI para independizarse y “eliminar las transferencias por debajo de la mesa”.17 De esta cantidad, 30% se repartiría de manera igualitaria entre todos los partidos y el restante 70%, en función de la cantidad de votos obtenidos en la última elección. Para el rubro de financiamiento para las actividades tendentes a la obtención del voto (campañas electorales), se definió exactamente la misma cantidad que cada partido obtendría por el primer concepto. Finalmente, el último rubro se definió como un porcentaje (hasta 75%) de los gastos que los partidos comprobaran como entidades de interés público.



			Con este nuevo esquema el monto de financiamiento público a los partidos se incrementó sustantivamente. En 1994 fue de 1,383 millones de pesos de 2018; con esta nueva legislación, la bolsa creció hasta 7,245 millones en 1997, un incremento de 423% en términos reales.18 Igualmente, la distribución se hizo más equitativa: en 1994 el PRI había recibido 49.3% del financiamiento, el PAN, 14.4%, y el PRD, 10.3%; en 1997 los porcentajes cambiaron a 44.3, 26.4 y 19.7%, respectivamente.19 Los partidos de oposición se inconformaron por lo que consideraron un aumento innecesario del financiamiento público. Llegaron al extremo en que el PAN devolvió 29 millones de pesos por sus prerrogativas “injustificadas” de dos meses, prometiendo regresar cada mes 39% de las prerrogativas que recibiera;20 el PRD decidió regresar 65 millones de pesos mediante la compra de libros para repartir gratuitamente entre la población.21 Sin embargo, estos gestos de prudencia y “austeridad democrática” durarían muy poco.




			Cuadro 2.1. Evolución de las principales prerrogativas para los partidos políticos con registro, 1963-2014

			
				
					
							
							1963

						
							
							Exención de impuestos por aportaciones privadas.

						
					



					
							
							1973

						
							
							Franquicias telegráficas y postales gratuitas.

							Acceso gratuito a pequeños espacios en medios de comunicación.

						
					



					
							
							1978

						
							
							Creación de la “Partida para desarrollo político” otorgada por la Secretaría de Gobernación. 

						
					



					
							
							1987

						
							
							Creación de una bolsa a partir del “costo mínimo de una campaña electoral para diputado”. La mitad se repartía en función del número de votos obtenidos en la elección anterior y la otra mitad dependiendo del número de curules por partido.

						
					



					
							
							1990

						
							
							- Presupuesto para años electorales: estimación del “valor unitario del voto” multiplicado por los votos válidos obtenidos por el partido en la última elección.

							- Recursos anuales para actividades generales como entidades de interés público: 10% del total de la bolsa anterior repartido en partes iguales.

							- Recursos anuales para “actividades específicas”: hasta 50% del gasto de los partidos en educación, capacitación política, investigación y publicaciones.

							- Quince minutos mensuales en cada frecuencia de radio y televisión.

						
					



					
							
							1996

						
							
							- Financiamiento para actividades ordinarias permanentes: estimación de una bolsa anual a partir del “costo mínimo de campaña”, la cual repartiría 30% del total de manera igualitaria y 70% en función de los votos obtenidos por cada partido en la última elección.

							- Financiamiento para actividades tendentes a la obtención del voto (campañas): en año electoral, cada partido tendría la misma cantidad recibida por el concepto anterior.

							- Financiamiento para actividades específicas: hasta 50% del gasto de los partidos en educación, capacitación política, investigación y publicaciones.

							- Otorgamiento de financiamiento público a los partidos políticos registrados en los estados. 

						
					



					
							
							2007

						
							
							- Financiamiento para actividades ordinarias permanentes: creación de una bolsa producto de la multiplicación de 65% del salario mínimo (UMA actualmente) por el número de ciudadanos inscritos en el padrón electoral; 30% se reparte equitativamente y 70% en función de los votos obtenidos en la última elección de diputados federales.

							- Financiamiento para actividades tendentes a la obtención del voto (campañas): en elección presidencial, una cantidad equivalente a 50% del financiamiento para actividades ordinarias permanentes y 30% en elecciones intermedias.

							- Financiamiento para actividades específicas: hasta 50% del gasto de los partidos en educación, capacitación política, investigación y publicaciones.

							- Spots “gratuitos” en los tiempos oficiales del Estado en medios de comunicación.

						
					



					
							
							2014

						
							
							- Homologación de la fórmula (65% de la UMA multiplicado por el padrón local) para el financiamiento público de los partidos con registro estatal 

						
					

				
			

FUENTE: Elaboración propia con base en las legislaciones electorales.



			

			A partir de la reforma de 1996, “el PRI ya no pudo sostener un sistema con privilegios inadmisibles en una democracia electoral”,22 lo que se vio reflejado en una competencia más equitativa, que comenzaría en 1997 quitándole la mayoría en el Congreso al partido del presidente e inaugurando una época de gobierno dividido que sigue vigente hasta 2018. De la misma manera, la oposición comenzó a ganar otros espacios importantes de poder, como el Gobierno del Distrito Federal. En última instancia, el éxito de estos cambios facilitó la primera alternancia en la presidencia de la República de la época contemporánea, con la victoria del PAN en las elecciones de 2000. Los partidos políticos recibieron abundantes recursos que les permitieron ser competitivos. Parecía que se había logrado la meta de controlar el desvío de recursos públicos para las campañas electorales. Los informes sobre los gastos de campaña de ese año y la alternancia pacífica del poder crearon la ilusión de que la equidad y el uso adecuado de los recursos públicos se habían instalado como pilares de la democracia electoral. Pronto, dos casos paradigmáticos pondrían en entredicho esta certeza.



			El caso conocido como Amigos de Fox, que se explicará a detalle más adelante, se denunció en junio de 2000 y se resolvió en 2003. Puso en evidencia que a la campaña del candidato ganador fluyeron recursos adicionales a los del financiamiento público mediante una intrincada red paralela de financiamiento ilegal que incluía recursos provenientes del extranjero, de empresas mercantiles y de aportaciones anónimas. En este episodio el IFE logró desvelar una estructura a partir de la cual se consiguieron y ejercieron 91 millones de pesos ilegales (232 millones de pesos de 2018). Al PAN se le multó en 2003 con 360 millones de pesos, pagaderos vía la suspensión del financiamiento por actividades ordinarias del partido durante un año. En el mismo sentido, el Partido Verde Ecologista de México (PVEM), que había ido coaligado al PAN, recibió una multa de 98 millones de pesos, que también “pagó” con la suspensión, aunque durante un periodo de nueve meses, de su financiamiento público para actividades ordinarias.23 Paralelamente, en 2000 el representante del PAN ante el IFE denunció un presunto desvío de recursos públicos desde la empresa Petróleos Mexicanos (Pemex) para la campaña presidencial del PRI. Se señaló que mediante una serie de triangulaciones bancarias en el extranjero se habían transferido recursos del sindicato petrolero a las campañas priístas. Después de una amplía investigación, el instituto, en colaboración con la Procuraduría General de la República, logró determinar que hubo movimientos ilegales por 500 millones de pesos (1,217 millones de pesos de 2018), que éstos se entregaron al PRI y que el dinero nunca fue informado a la autoridad electoral. El Consejo General del IFE determinó imputar en 2003 una multa del doble de esa cantidad, 1,000 millones de pesos (2 286 millones de pesos de 2018), pero dado que no pudo comprobarse el destino del gasto, no se acreditó el delito de rebase del tope de gastos de campaña.24



			A pesar de estos episodios, el andamiaje electoral se mantuvo relativamente inalterado, con algunas modificaciones menores en 2003 y 2005, que cambiaron algunas reglas tanto sobre el registro de agrupaciones políticas nacionales como acerca del voto en el extranjero. La estructura del sistema de financiamiento público no se modificó de manera sustantiva. El catalizador de una nueva reforma fue el polémico resultado de las elecciones presidenciales de 2006, en el que el primero y el segundo lugar tuvieron una diferencia de sólo 0.56% de la votación. El conflicto poselectoral subsecuente obligó a tratar temas que habían quedado pendientes de revisar y corregir. Por ejemplo, “quedó claro que el secreto bancario impedía vigilar adecuadamente a los partidos; que no había reglas para fiscalizar las precampañas; que la fórmula utilizada para calcular los recursos económicos a distribuir entre los partidos crecía fuera de toda proporción; que no había lógica alguna para ver que las elecciones presidenciales y las intermedias costaran lo mismo”.25



			Así, derivadas de las particularidades del proceso pasado, en 2007 se hicieron diversas modificaciones en la legislación electoral. Como los partidos gastaban cerca de 60% de sus recursos de campaña en adquirir spots en medios electrónicos, y su negociación era discrecional con los dueños de los medios, se prohibió que pagaran por publicidad en radio y televisión y se les dio acceso gratuito para “reducir el costo de la democracia”: el IFE asumió funciones de central de medios para distribuir millones de spots y tuvo que monitorear su transmisión en todo el país. También se regularon las precampañas y se prohibieron los actos anticipados de campaña.26



			Finalmente, se modificó la fórmula de 1997 y en lugar de establecer el “costo mínimo de campaña” como el punto a partir del cual se definirían las bolsas de recursos para actividades ordinarias y de campaña (cuyo cálculo era poco claro por la fórmula antes mencionada, además de que introducía una lógica perversa en la que la bolsa se hacía más grande en función de que hubiera más partidos políticos), se decidió utilizar un porcentaje del salario mínimo (65%) y multiplicarlo por el número de ciudadanos inscritos en el padrón electoral. El resultado sería el financiamiento ordinario y se dividiría: 30% de manera igualitaria y 70% en función de los votos obtenidos en la última elección para diputados. Para el caso de los años electorales, ya no se daría la misma cantidad calculada para el financiamiento ordinario, sino que se otorgaría una bolsa adicional consistente en 50% del monto de financiamiento ordinario en caso de comicios presidenciales y de 30% en el caso de elecciones intermedias, disminuyendo el financiamiento en las segundas, lo cual explica la caída en 2009 en comparación con la elección intermedia de 2003 (gráficas 2.1 y 2.2).





			Gráfica 2.1. Financiamiento público de los partidos políticos nacionales otorgado por el IFE/INE (millones de pesos, base 2018)


[image: ]

			FUENTE: Elaboración propia con base en datos del Instituto Federal Electoral y del Instituto Nacional Electoral.




			El siguiente cambio electoral ocurrió con la reforma de 2014.27 En lo referente a las instituciones electorales, el Instituto Federal Electoral se transformó en Instituto Nacional Electoral (INE), lo que fue aparejado con un incremento sustantivo de facultades y atribuciones para centralizar diversos procesos que antes estaban en manos de los institutos electorales de cada entidad federativa. Por ejemplo, se encargaría de ser autoridad supervisora y de definir lineamientos para los procesos locales; podría atraer la organización de una elección local y, además, estaría encargada de la vigilancia y fiscalización de las finanzas y campañas de todos los partidos y candidatos del país, ya no sólo de los involucrados en las elecciones federales.28



			

EL MARCO NORMATIVO VIGENTE DEL FINANCIAMIENTO PRIVADO



			Sobre el financiamiento privado, la Ley General de Partidos Políticos, promulgada en 2014, estableció como límite a las aportaciones de los militantes de un partido el equivalente a 2% del total del financiamiento público otorgado para sus actividades ordinarias; señaló que las aportaciones de precandidatos y candidatos, por una parte, así como las de simpatizantes, por otra, sólo podrían realizarse en años electorales, que el total que cada uno de éstos tendría permitido dar a su partido no debería ser mayor a 10% del tope de gastos de la campaña presidencial previa, y que las aportaciones individuales no podrían ser superiores a 0.5% del tope de gastos para la campaña presidencial previa. En el caso de los candidatos independientes, la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales estableció que dependerían enteramente del financiamiento privado para la búsqueda de firmas requeridas paras ser registrado como candidato, mientras que, al ser candidatos, tendrían recursos públicos y su financiamiento privado no podría superar 10% del total del tope de gastos correspondiente a su elección.



			Posteriormente, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF) modificó estos criterios. Primero, en 2016 resolvió que los candidatos independientes podrían recibir hasta 50% del tope de gastos de campaña como financiamiento privado, siempre y cuando procediera de fuentes lícitas.29 Segundo, en 2018 consideró que el límite establecido previamente violaba la equidad en la contienda para los independientes y señaló que el principio de prevalencia de los recursos públicos sobre los privados no resulta aplicable para ellos, por lo que podrían gastar 100% del tope de gastos con recursos provenientes de fuentes privadas legales.30 Tercero, decidió que las aportaciones de los simpatizantes de los partidos no tendrían que limitarse a los años electorales, por lo que podrían hacerse cada año, siempre y cuando se ajustaran a los límites legales, en tanto que las aportaciones de los precandidatos y candidatos sí serían sólo en años electorales.



			En 2018 los partidos recibieron, en conjunto, 4,296 millones de pesos para el sostenimiento de actividades ordinarias. Cada partido recibió como aportaciones de sus militantes, según se ha dicho, hasta 2% de esta cantidad (85.9 millones de pesos). Igualmente, dado que el tope de gastos para la campaña presidencial de 2012 fue de 336 millones de pesos, cada partido podía aceptar de sus precandidatos y candidatos hasta 10% de esa cifra (33.6 millones de pesos), y esa misma cantidad, a la vez, por parte de sus simpatizantes. En estos dos casos las aportaciones individuales no podrían superar 0.5% del tope presidencial de la elección anterior; es decir, nadie puede otorgar un apoyo individual superior a 1.68 millones de pesos. En total, en 2018 cada partido podía obtener hasta 153.2 millones de pesos como aportaciones de sus militantes, candidatos y simpatizantes.



		

Cuadro 2.2. Límites a las aportaciones privadas legales recibidas por cada partido político vigentes en 2018

			
				
					
							
							Aportaciones hechas por…

						
							
							Límite de la aportación individual

						
							
							Límite total de aportaciones

						
							
							Cálculo para 2018 (mdp)

						
					

				

					
							
							Militantes

						
							
							Definido por el partido

						
							
							2% del total de financiamiento para actividades ordinarias de todos los partidos

						
							
							$85.9 millones

						
					



					
							
							Simpatizantes

						
							
							0.5% del tope de campaña presidencial previa 

						
							
							10% del tope de campaña presidencial previa

						
							
							Individual: $1.68 millones

							Total: $33.6 millones

						
					



					
							
							Candidatos y precandidatos

						
							
							Definido por el partido

						
							
							10% del tope de campaña presidencial previa

						
							
							$33.6 millones

						
					

				
			

			FUENTE: Elaboración propia con base en la legislación electoral vigente en 2018 y resoluciones del INE.






			Hay que señalar que estos límites son globales para los partidos políticos, por lo que en cada campaña política el porcentaje de financiamiento privado puede variar en función de cuánto dinero reciba cada candidato de su partido y cuánto dinero privado recolecte (dentro de las fuentes lícitas), con el único requisito de que las contabilidades finales de los partidos se ajusten a los límites antes señalados. En un caso extremo, podría haber una campaña financiada casi en su totalidad por recursos privados, y si la suma de ingresos privados del partido de este candidato siguiera por debajo del límite total de aportaciones, sería legal.



			Finalmente, el financiamiento privado no sólo debe ajustarse a los límites monetarios establecidos por la ley, sino que tiene que ser de procedencia lícita y declararse al INE. De acuerdo con la última legislación en la materia, en ningún momento puede haber aportaciones de las siguientes fuentes:



			• Poder Ejecutivo, Legislativo o Judicial



			• Ministros de culto



			• Organismos internacionales



			• Administración gubernamental



			• Personas morales (empresas, sindicatos, corporaciones)



			• Extranjeros



			• Personas no identificadas



			
Cuadro 2.3. Evolución de los principales límites al financiamiento privado de los partidos políticos y candidatos independientes, 1993-2018

		
				
					
							
							1993

						
							
							- Las donaciones anónimas no podrían superar 10% del financiamiento público total de un partido.

							- Las aportaciones de personas morales no podrían superar 5% del financiamiento público total de un partido.

							- Las aportaciones de personas físicas no podría ser de más de 1% del financiamiento público total de un partido.

						
					



					
							
							1996

						
							
							- Se eliminaron las donaciones anónimas.

							- Las aportaciones de militantes y simpatizantes no podrían superar 10% del financiamiento público para actividades ordinarias.

							- Las contribuciones individuales no podrían ser de más de 0.05% del financiamiento público para actividades ordinarias de un partido.

							- Prohibición de ciertas fuentes de ingreso: empresas mercantiles, personas (físicas y morales) extranjeras, ministros de culto, organismos internacionales, dependencias de todos los órdenes de gobierno. 

						
					



					
							
							2014

						
							
							- Las aportaciones de militantes no pueden ser de más de 2% del financiamiento público otorgado a todos los partidos por actividades ordinarias.

							- En año electoral, por un lado, los precandidatos y candidatos, y por el otro, los simpatizantes, pueden aportar a un partido hasta 10% del tope de gastos de la elección presidencial anterior, que deberá ser usado en campañas.

							- Las aportaciones individuales de simpatizantes no pueden superar 0.5% del tope de gasto para la elección presidencial inmediata anterior.

							- En el caso de candidatos independientes, el financiamiento privado no puede superar 10% del tope de gastos para la elección de que se trate. 

						
					



					
							
							2016

						
							
							- En el caso de candidatos independientes, el financiamiento privado no puede superar 50% del tope de gastos para la elección de que se trate.

						
					



					
							
							2017

						
							
							- Las aportaciones de precandidatos, candidatos y simpatizantes a un partido pueden hacerse en cualquier año, electoral o no, siempre y cuando no sumen más de 10% del tope de gasto de la elección presidencial anterior.

							- Las aportaciones individuales de simpatizantes no pueden superar 0.5% del tope de gastos para la elección presidencial inmediata anterior. 

						
					



					
							
							2018

						
							
							- En el caso de candidatos independientes, el financiamiento privado no puede superar 100% del tope de gastos para la elección de que se trate.

						
					

				
			

			FUENTE: Elaboración propia con base en las legislaciones electorales y las resoluciones del TEPJF.



			


			

EL MARCO NORMATIVO VIGENTE DEL FINANCIAMIENTO PÚBLICO



			La Ley General de Partidos Políticos de 2014 mantuvo la misma normatividad y forma de estimación de las diferentes bolsas establecidas en 2007. Así, al sumar los diferentes conceptos, para 2018 se estimó una bolsa total de 6,702.9 millones de pesos de financiamiento público al que los partidos políticos tienen derecho.



			
Cuadro 2.4. Financiamiento público para los partidos políticos en 2018

			
				
					
							
							Tipo de financiamiento

						
							
							Forma de estimación de la bolsa

						
							
							Repartición entre los partidos

						
							
							Total en 2018 (mdp)

						
					

				

					
							
							Actividades ordinarias permanentes

						
							
							Número de personas inscritas en el padrón electoral multiplicadas por 65% de la UMA.

						
							
							30% de forma igualitaria y 70% en función del porcentaje de votos a diputados.

						
							
							$4 296.3

						
					



					
							
							Actividades tendentes a la obtención del voto (campañas)

						
							
							En elección presidencial, una cantidad equivalente a 50% del financiamiento para actividades ordinarias permanentes y 30% en elecciones intermedias.

						
							
							Cada partido recibe el porcentaje (50 o 30%) del financiamiento ordinario que le corresponda.

						
							
							$2 148.1

						
					



					
							
							Actividades específicas

						
							
							3% del monto total del financiamiento público para actividades ordinarias permanentes.

						
							
							30% de forma igualitaria y 70% en función del porcentaje de votos a diputados. 

						
							
							  $128.9

						
					



					
							
							Franquicias postales

						
							
							4% del importe total del financiamiento público para el sostenimiento de actividades ordinarias.

						
							
							Igualitaria entre todos (se entrega en especie y no en forma de dinero). 

						
							
							  $171.9

						
					



					
							
							Franquicias telegráficas

						
							
							El instituto dispondrá lo necesario en su presupuesto anual con el fin de cubrir al organismo público competente el costo en que éste incurra por el servicio.

						
							
							Igualitaria entre todos (se entrega en especie y no en forma de dinero). 

						
							
							$0.6

						
					



					
							
							Total

						
							
							$6 702.9

						
					

				
			

			NOTA: A esta cifra total hay que añadir que la ley señala que, en caso de haber candidatos independientes, se formará una bolsa equivalente a 2% del total de financiamiento ordinario de los partidos, que se repartirá equitativamente entre los candidatos. Para 2018 se estimó una bolsa de 42.9 millones de pesos.
FUENTE: Elaboración propia con base en la legislación electoral y en información del INE.





			A estas prerrogativas hay que sumar los spots “gratuitos” que los partidos reciben en año electoral. De acuerdo con la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, desde el inicio de las precampañas hasta la celebración de las elecciones, cada estación de radio y televisión debe otorgar al INE 48 minutos diarios de transmisión, distribuidos en espacios de dos o tres minutos cada hora entre la programación de las seis de la mañana y medianoche. De estos 48 minutos, 18 corresponden a las autoridades electorales y 30 a los partidos políticos, que se dividen en spots de 30 segundos. Al igual que en el caso del financiamiento ordinario, los partidos tienen diferentes cantidades de spots, ya que 30% de los tiempos se distribuyen de manera equitativa y 70% en función de los resultados de la última elección de diputados federales. Para las elecciones de 2018 hay 3,111 emisoras en el país (1,877 de radio y 1,234 de televisión), por lo que habrá, en total, 59,731,200 spots, que se repartirán entre autoridades electorales, partidos y candidatos.



			El valor económico de los spots gratuitos es enorme, mayor incluso al financiamiento público de los partidos. En la elección federal de 2015, por ejemplo, el tiempo aire de radio y TV que recibieron los partidos políticos para transmitir sus spots de campaña —tan sólo en el Distrito Federal y el Estado de México— tuvo un valor comercial de 15,814 millones de pesos según estimación hecha por Integralia Consultores.31 Estas dos entidades concentraban 116 emisoras concesionadas y representaban 1.49 millones de spots, 6% de los 24.2 millones que transmitieron todas las emisoras del país en aquel proceso electoral. Si se contara con la información para una estimación nacional, es probable que el costo económico de los spots de los partidos (sin incluir el valor de su producción) ascendería a algunas decenas de miles de millones de pesos.



			En 2015 el monto del financiamiento directo que recibieron los partidos con registro nacional fue de 5,200 millones de pesos. Eso significa que el financiamiento en especie medido por el valor económico de los spots —tan sólo en el Distrito Federal y el Estado de México— fue tres veces el financiamiento líquido.



			Otra aproximación a los costos de esta publicidad “gratuita”: 20 segundos de tiempo prime time en el canal más caro de televisión en México llegan a costar 1.3 millones de pesos, mientras que el precio más bajo fuera del horario estelar en la televisión nacional es de 5,017 pesos. Si esto se aplica a los 23,218,944 spots que se transmitieron por televisión en 2018, los mensajes “gratuitos” tuvieron un valor entre 117 mil millones de pesos y 30.1 billones de pesos.



			
Cuadro 2.5. Estimación del costo de los spots televisivos de 2018

			
				
					
							
							Total de spots para radio y televisión en 2018

						
							
							Spots televisivos

						
							
							Precio más bajo por inserción en televisión nacional

						
							
							Costo más alto por inserción (prime time) en televisión nacional

						
							
							Rango del costo aproximado de los spots televisivos

						
					



					
							
							59 731 200

						
							
							23 218 944

						
							
							5 017 pesos

						
							
							1.3 millones de pesos

						
							
							117 mil millones – 30.1 billones

						
					

				
			

			FUENTE: Milenio, “El costo de los ‘spots’ equivale a 30.1 bdp”, Milenio, 14 de diciembre de 2017.





			El financiamiento público que obtienen del INE los partidos es sólo una parte del dinero que reciben. Si bien no hubo cambios en la forma de calcular la bolsa que se asignaría y distribuiría entre los partidos a escala federal, en la aprobación de la Ley General de Partidos Políticos de 2014 se optó por homologar las reglas para las entidades federativas, haciendo que todas tuvieran la misma fórmula de 65% del salario mínimo (ahora UMA) y multiplicarlo por el padrón estatal, lo que modificó drásticamente la suma total, en comparación con los porcentajes más bajos que se utilizaban anteriormente.




			Gráfica 2.2. Financiamiento público para los partidos políticos con registro estatal entregado por las autoridades electorales locales (millones de pesos, base 2018)


[image: ]

			NOTA: Si bien el financiamiento local se definió a partir de 1996, no fue posible encontrar información documental para todos los estados antes de 2004, por lo que se presenta la información sólo después de ese año.
FUENTE: Elaboración propia con datos de los institutos electorales locales de cada entidad federativa.





			En 1996, paralelo a la reforma que incrementó los recursos de los partidos políticos nacionales, se adicionó un párrafo al artículo 116 constitucional para que en los estados, “de acuerdo con las disponibilidades presupuestales, los partidos políticos reciban, en forma equitativa, financiamiento público para su sostenimiento y cuenten con apoyos para sus actividades tendentes a la obtención del sufragio universal”. Ésta fue la primera vez que se otorgaban recursos para los partidos por parte del orden estatal, aunque la fórmula “de acuerdo con las posibilidades presupuestales” era sumamente discrecional e incierta. Al pasar de los años, cada una de las entidades ajustó y estableció sus propios criterios para el financiamiento ordinario que se daría cada año; por ejemplo, en Veracruz la bolsa de recursos se calculaba multiplicando el padrón del estado por 20% del salario mínimo, mientras que en Puebla el porcentaje definido era de 35%. Del mismo modo, dado que los calendarios electorales estatales no están homologados, hay años en que hay incrementos y decrementos, dado que también se otorga, como en el marco federal, financiamiento para gastos de campaña. Así, aun hasta antes de 2014, la suma de financiamiento otorgado por todas las entidades osciló entre dos mil y cuatro mil millones de pesos anuales.



			Con la reforma de 2014 se homologaron las fórmulas estatales para definir que en todas se utilizaría 65% del salario mínimo (posteriormente, la UMA) como estándar para el cálculo del financiamiento estatal. Dado que la mayoría de los estados tenía una ponderación menor, esto significó un incremento sustantivo en el financiamiento total de los partidos, lo que tiró por la borda la promesa de que la reforma de 2014 reduciría el costo de la democracia.32 La gráfica 2.1, en las que se muestra el financiamiento otorgado a los partidos políticos por parte del IFE/INE, no cuentan toda la historia de los recursos entregados a los partidos, ya que la disminución entre la aparente contención en el financiamiento federal es engañosa, si no se considera el financiamiento estatal, que después de 2014 incrementó en promedio 50% y que ha tenido su punto más alto en 2018 (gráfica 2.2). Si se considera el dinero que los partidos reciben desde el orden federal y estatal, es claro el incremento en la cantidad de recursos que se les entregan. Al comparar dos años con elecciones federales intermedias, 2009 y 2015, puede verse que hubo un incremento total de 28% en términos reales. Igualmente, en la elección presidencial de 2018 los partidos recibieron 15% más recursos que en 2012 en términos reales, pasando de 10,273 a 11 843 millones de pesos de 2018. Después de 2014 los recursos estatales fueron tan cuantiosos que en algunos años el financiamiento local ha llegado a ser más grande que el financiamiento federal, como en 2016, cuando la bolsa de los partidos políticos a escala federal fue de 4,379 millones de pesos, mientras que en las entidades federativas fue de 5,385 millones (gráfica 2.4).




			Gráfica 2.3. Financiamiento público de los partidos políticos (prerrogativas federales y estatales, millones de pesos, base 2018)


[image: ]

			FUENTE: Elaboración propia con datos del IFE, el INE y los institutos electorales locales de cada entidad federativa.




			Así, paralelamente al proceso de apertura democrática se construyó un sistema de financiamiento público que pasó del otorgamiento simbólico de recursos a la dadivosidad. De manera paradójica, una reforma que buscó abaratar las campañas, al otorgar de manera “gratuita” el uso de medios de comunicación a los partidos, terminó dándoles más recursos, al incrementar la cantidad total de dinero. Sin embargo, este aumento en los recursos disponibles ha ido de la mano con diferentes episodios que han mostrado la entrada de recursos adicionales, visible en los gastos desmedidos, como en el caso de la campaña de Tabasco en 1994, al igual que en el hallazgo de sofisticados esquemas para obtener ingresos ilegales, como en el Pemexgate y Amigos de Fox.



			Por ello, en la reforma de 2014 se incluyó como causal de nulidad de las elecciones las “violaciones graves, dolosas y determinantes”33 en las siguientes situaciones:



			a)	Cuando se exceda el gasto de campaña en 5% del monto total autorizado;



			b) Cuando se compre o adquiera cobertura informativa o tiempos en radio y televisión, fuera de los supuestos previstos en la ley;



			c) Cuando se reciban o utilicen recursos de procedencia ilícita o recursos públicos en las campañas.



			Que los gastos por arriba de los límites establecidos o el uso de recursos de origen ilegal tuvieran como posible consecuencia la anulación de la elección no tenía precedente, ya que anteriormente estas faltas se sancionaban, en su mayoría, mediante multas. Sin embargo, para que este sistema pueda ser efectivo, se necesita construir una serie de capacidades institucionales para verificar de manera efectiva los ingresos y gastos de los partidos y los candidatos. Más adelante se analizará este sistema de fiscalización para conocer sus principales características, hallazgos y problemas, ya que, como se verá, el financiamiento y el gasto ilegales se han sofisticado e incrementado, por lo que las autoridades sólo han podido detectar una pequeña parte de éstos. Además, se apreciará que en esta labor no sólo interviene el INE, sino que se requiere la participación de otros entes, como el Tribunal Electoral, la Fiscalía Especializada en Delitos Electorales (FEPADE) o el Sistema de Administración Tributaria (SAT), que no necesariamente colaboran de manera adecuada o disponen de los instrumentos suficientes para atacar este problema.
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